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PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Enero veintinueve de dos mil nueve.
Acta Nº 004 de Enero 29 de 2009.

Siendo las nueve y treinta de la mañana (9:30 a.m.) de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia dictada por el Juez Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, el pasado 23 de octubre, dentro del proceso ordinario que adelanta el señor JOSÉ LEONEL ALZATE OSPINA contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Contando con la asesoria de mandatario judicial, pretende el actor que se declare que le asiste el derecho al reconocimiento y pago de los intereses moratorios causados entre la fecha en que se reconoció la pensión de vejez y hasta cuando se realizó el pago efectivo de la obligación y, consecuentemente, depreca que se condene al ISS a pagarle las mesadas pensionales insolutas, los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales.

Tales pedidos se afincan en los siguientes hechos:

El pretensor solicitó al ISS el 11 de agosto de 2003, el reconocimiento y pago de su pensión de vejez, la que le fue reconocida mediante Resolución No. 2256 de 2004, en una cuantía de $358.000, desde el 1º de marzo de 2004, pero iniciándose a pagar desde el mes de noviembre de 2004, incurriendo el ISS en mora, de conformidad con lo establecido en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Mediante auto del 23 de enero de 2008, se admitió la demanda y se dio traslado a la parte demandada, la que previa constitución de portavoz judicial, allegó respuesta en la que se manifestó respecto de todos y cada uno de los hechos, se opuso tanto a las pretensiones declarativas como a las de condena y presentó como excepciones de mérito las de “Inexistencia de la obligación demandada”, “Inexistencia de mora en el pago de la pensión”, “Falta de causa”, “Prescripción”, “Ausencia de prueba del estado civil que permita atribuir un régimen jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa” y “No hay prueba de las calidades alegadas por el demandante”.
A continuación se dispuso la realización de la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible lograr la temprana composición del litigio, por lo que se prosiguió a evacuar las demás etapas, sin que se adoptaran ninguna medida para el saneamiento del proceso, ni se modificaran sus bases fácticas. Se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, consistentes en las documentales allegadas con los libelos de demanda y contestación.

Agotado el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, desestimando las pretensiones, al considerar que los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se aplican a las mesadas pensionales causadas y reconocidas, no antes. Indicó que no se desconocieron los términos de reconocimiento y pago de la prestación pensional contenidos en la Ley 700 de 2001, pues es la condición de pensionado la que da derecho al reconocimiento de los intereses moratorios.

El apoderado de la parte que demanda, interpuso recurso de apelación contra dicha providencia, arguyendo que existió tardanza en el pago de la prestación, pues la entidad no puede fijar a su arbitrio el momento en el cual procede el pago de la mesada pensional, pues la ley le fija unos términos perentorios y, cuando los mismos son desconocidos, se generan los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Cita finalmente un aparte del Acto Legislativo 01 de 2005, mediante el cual se modificó el artículo 48 constitucional, en el cual se dice que la pensión se causa, desde el momento en el cual se cumplen los requisitos para acceder a ella.

El recurso fue concedido y el expediente enviado a esta Sala, en la que se dispuso el trámite legal señalado en el artículo 82 del Compendio Adjetivo Laboral y de la Seguridad Social, modificado por el canon 40 de la Ley 712 de 2001.
Procede esta Corporación a resolver lo que corresponda, con apoyo en las siguientes
CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Colegiatura es competente para decidir lo que corresponde en este asunto, ante la alzada propuesta por el apoderado de la parte que demanda, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico.

El debate en este caso se centra, básicamente, en la determinación de dos aspectos: (i) si existe o no mora en el pago de las mesadas pensionales y (ii) en caso positivo, a partir de cuándo se generó la misma. La resolución de estos tópicos implica la realización de un análisis teleológico del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, es decir, la determinación de lo que pretendió el legislador al crear esa norma.

En primera medida, estima la Sala traer a colación el texto literal del canon 141:

“A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago”. (negrillas fuera del texto original).
En un sentido exegético, sería fácil llegar a la conclusión de que para la generación de estos réditos moratorios, es indispensable que se esté ante una pensión reconocida, pues es común referirse a mesadas pensionales, cuando la prestación ya ha sido formalizada a través de un acto administrativo en el cual se concede. No obstante lo anterior, la interpretación que se le ha dado a este canon, no se limita a la tardanza en el pago de las mesadas de las gracias pensionales que ya tienen un titular definido en un acto administrativo, sino también que se ha ampliado a aquellos eventos en los que el Fondo Pensional se retarda más allá de los límites temporales fijados por la legislación para efectuar el reconocimiento y el pago de las prestaciones.
Ya de tiempo atrás, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha decantado el tema, afirmando que los intereses moratorios se causan desde el momento en que ha debido reconocer e iniciado a pagar la prestación pensional. Así se ha pronunciado el Alto Tribunal:

“El espíritu del soporte legal traído a colación, radica en que ante la "mora" en el pago de la obligación pensional, surgen de manera accesoria los intereses, sin miramientos o análisis de responsabilidad, buena fe, cumplimiento o eventuales circunstancias.
Por tanto, los razonamientos del censor sobre disquisiciones en torno a la  trascendencia del momento en que surge el derecho pensional con la decisión judicial, para la liberación de los intereses por esa tardanza, llevan una inteligencia equivocada del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, al agregarle al contenido del citado precepto, exigencias y eximentes no previstos por el legislador.

Y ello es así porque, como es apenas natural, para que se configure el derecho al pago de los intereses de mora consagrados en el artículo 141 de la ley 100 de 1993, solamente debe estarse frente al incumplimiento de la obligación de la entidad de reconocer la pensión a su cargo,  que se tiene desde que el reclamante reúne las exigencias de edad, tiempo de servicio y demás exigencias legales en particular”
 (negrillas y sublineado por fuera de la redacción original).
Recientemente, se ha armonizado este concepto con el contenido de la Ley 700 de 2001 y el parágrafo 1º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, fijándose entonces que los intereses moratorios tienen causación o empiezan a correr una vez superados los términos con que cuenta la entidad para reconocer e incluir en nómina al afiliado. Ha dicho el Tribunal de cierre de la Jurisdicción Laboral:

“Valga puntualizar que el derecho a recibir el pago de las mesadas no emerge del reconocimiento de la pensión por parte de la entidad que le corresponde, sino del cumplimiento legal de la edad y el tiempo de servicios o la densidad de cotizaciones, a lo cual se debe  adicionar el retiro definitivo del servicio activo, tan es así que cuando el reconocimiento se hace con posterioridad al retiro se ordena el pago de los retroactivos respectivos. Lo anterior no quiere decir, sin embargo, que los intereses moratorios nazcan también a partir de ese mismo momento, por cuanto como ya se dijo y lo resaltó atinadamente el Tribunal, no puede perderse de vista que la entidad administradora cuenta con un término para resolver la petición, de modo que los intereses solamente empiezan a causarse si el pago se hace por fuera de aquel plazo. Todo lo expuesto permite afirmar que el Tribunal no se equivocó cuando consideró que los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 se generan desde el momento en que, vencido el término de gracia que tienen las administradoras de pensiones para resolver la solicitud de pensión y proceder a su pago, no lo hacen”
. (negrillas para destacar).      

Se colige de la anterior doctrina jurisprudencial, que los intereses moratorios se aplican tanto en los casos en que la pensión ya ha sido reconocida por el Fondo de Pensiones como en aquellos en los cuales se está en trámite de reconocimiento, siendo esto lógico, en la medida en que de no aplicárseles en esta última hipótesis, las entidades podrían tardar todo el tiempo que quisieran en reconocer los derechos pensionales y en iniciar a pagarlos, situación no querida por la ley y que afectaría gravemente a los beneficiarios de la pensión, por lo que también constituye, esa posición, una explicación del porque se fijaron los límites temporales para el reconocimiento y pago de las pensiones contenidos en las Leyes 700 y 712 ambas de 2001.
Además, otro argumento que desdice la aplicación de los intereses moratorios restringida a los casos de previo reconocimiento de la pensión, se encuentra en la misma Carta Política, puntualmente en el artículo 48 que se encargó de establecer el momento desde el cual se tiene derecho a recibir los beneficios económicos derivados de una pensión, el cual es a la satisfacción de los presupuestos que exige la ley, señalando puntualmente dicho canon constitucional que “Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando  no se hubieses efectuado el reconocimiento”, de lo que se deriva entonces que la declaración del derecho que efectúa la entidad es apenas formal y marca el punto desde el cual ha de asumirse la obligación por parte de ésta, pero siempre teniendo que tener efectos retroactivos al espacio temporal en el cual alcanzaron los requisitos. Esto en cuanto a los intereses, es importante pues si el fondo pensional no satisface, en los términos legales, su obligación de pago, necesariamente se han de generar los frutos por demora establecidos por la Ley 100 de 1993.
No puede perderse de vista además, la naturaleza que se le dio a los réditos por mora, pues los mismos constituyen una medida resarcitoria y actualizadora de los valores. Lo primero, porque vienen a ser una forma de expiar los frutos que dejó de percibir el pensionado al no recibir el valor de la mesada pensional en el momento oportuno y lo segundo, en razón a que se constituyen en una forma de contrarrestar la pérdida de poder adquisitivo de los valores correspondientes a las mesadas.  
De ahí que, no habiéndose aún reconocido la pensión, cuando se ha efectuado la solicitud por el interesado y la entidad no ha cumplido con su obligación de determinar el derecho e iniciar a pagarlo en los términos de ley, se generan los aludidos intereses, por lo que yerra el Juez a-quo al limitar los intereses moratorios únicamente a los casos en los cuales se ha concretado la pensión a través del respectivo reconocimiento, pasando a verificarse si, en el caso concreto se han causado o no los frutos por la tardanza en el pago.

En primera medida, deben determinarse los términos aplicables al caso concreto, en el cual se reclama el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, siendo los establecidos por el artículo 4º de la Ley 700 de 2001 los llamados a verificar, esto es, 6 meses entre las presentación de la solicitud y la inclusión en nómina, los cuales corresponden a 4 meses para determinar la procedencia o no del reconocimiento pensional, conforme al parágrafo 1º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y 2 meses más para iniciar el pago.

En este caso, bien particular resulta que el señor Alzate Ospina haya elevado la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, con antelación al cumplimiento de la edad mínima para acceder al derecho, pues cumplió los 60 años de edad el 11 de septiembre de 2003 y elevó la reclamación el 11 de agosto de ese año, tal como se desprende de la Resolución No. 004157 de 2003 –fl. 9-. Sin embargo, esta situación no debió impedir el reconocimiento del derecho, en los términos legales, pues una vez cumplida la edad, debió el ISS así declararlo, máxime cuando el mentado acto administrativo fue posterior a aquel acontecimiento.
Sólo, en ejercicio de los recursos legales de reposición y apelación, la Institución rea del proceso modificó su determinación, reconociendo el derecho, lo que hizo mediante acto administrativo 2256 del 8 de septiembre de 2004 –fls. 10 y ss-. En esa oportunidad, se estableció que el derecho se reconocía desde el 1º de marzo de 2004, iniciándose el pago a través de la inclusión en nómina del mes de octubre, pagadera en los primeros 5 días de noviembre de esa misma anualidad, junto al retroactivo respectivo.

Si se contabilizan los 4 meses para la determinación o no del derecho pensional, desde el momento en que se cumplieron los presupuestos -11 de septiembre de 2003-, los mismos vencerían el 11 de enero de 2004 y los dos meses para el trámite de inclusión en nómina  vencerían el 11 de marzo de esa anualidad, por lo que se debió iniciar el pago en ese momento, sin embargo apenas se cancelaron  efectivamente las mesadas debidas en noviembre, incluyéndose eso si las correspondientes a los meses de marzo a octubre, lo que de una vez descarta la imposición de condena por concepto de mesadas insolutas, mas no libera del pago de los intereses moratorios, pues el pago efectivo se efectuó en forma tardía.

Lo anterior entonces, quiere decir que en el presente caso se presentó mora en el pago de las mesadas pensionales entre el 11 de marzo de 2004 –fecha para la cual venció el término de seis meses después de la solicitud de reconocimiento de la pensión- y los 5 primeros días de noviembre de esa misma anualidad, momento para el cual se pagó lo adeudado conforme se expresa en el artículo 3º de la Resolución No. 2256, lo que sería suficiente para la imposición de condena en tal sentido, sino fuera porque ha operado el fenómeno prescriptivo respecto de los mismos, propuesto en su momento como excepción por la parte demandada.
En efecto, teniendo en cuenta que la obligación se hizo exigible los primeros 5 días del mes de noviembre de 2004, al tenor de lo dispuesto en el artículo 151 del Códigos Adjetivo del Trabajo el demandante debió haberlos exigido en el término de 3 años, los cuales se vencieron el 5 de noviembre de 2007, agotándose la reclamación administrativa apenas el 15 de noviembre de 2007 –fl. 17-, es decir, dicho escrito no alcanzó a interrumpir el fenómeno prescriptivo, por lo que las acciones para reclamar los intereses moratorios fueron cobijados por tal figura. Así se declarará. 
No se hace necesario expresarse respecto de las demás excepciones propuestas, teniendo en cuenta la prosperidad de la prescriptiva.
Así las cosas, se reformará  la decisión de primera instancia, declarándose probada la excepción de prescripción de los intereses moratorios causados, negándose consecuentemente las pretensiones.

Costas en esta sede a cargo de la parte apelante.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
REFORMAR la sentencia dictada por el Juez Tercero Laboral del Circuito el 23 de octubre pasado, declarando probada la excepción de prescripción de los intereses moratorios y, en consecuencia, se niegan las pretensiones de la demanda.
Costas en esta instancia a cargo de la parte apelante.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� Sentencia del 9 de abril de 2003, radicación No. 19608.


� Sentencia del 12 de diciembre de 2007. Rad. 32.003.
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